Fallo: 
Buenos Aires, 23 de mayo de 2011 

Y VISTOS: Estos autos para resolver sobre el recurso de apelacion interpuesto y fundado por la actora 21/26 contra la resolución de fs. 18, mediante la cual la Dirección de Defensa del Consumidor decretó el cese de conducta que se reputa violatoria de la ley, haciéndole saber a Galeno S.A que deberá autorizar, con cobertura del 100%, la atención durante del embarazo y parto a la denunciante, cuyo cumplimiento deberá acreditarlo en el término de cinco (5) días. 

I.- Previo a todo, y por compartir en sustancia los argumentos expuestos por la Sra. Fiscal de Cámara, cabe tener por habilitada la instancia y por competente a este Tribunal. 

II.- Las constancias del expediente administrativo permiten advertir que la denunciante requirió la actora la cobertura de atención por su estado de embarazada. Por su parte, la empresa, ante dicho requerimiento, manifestó que el embarazo era anterior a la contratación y que, ante la omisión de mencionarlo, se procedió a la baja del servicio. En tal contexto, y considerando que en el supuesto se halla en juego el derecho a la salud, la Dirección de Defensa del consumidor dispuso, que hasta tanto concluya la tramitación del sumario, Galeno S.A debía autorizar la atención del embarazo y parto con cobertura del 100% (confr. Art. 10 


 de la ley 757). 

III.- Con respecto a la cuestión planteada, cabe recordar que esta Sala ha señalado anteriormente que el derecho a la salud se encuentra íntimamente relacionado con el derecho a la vida y el principio de autonomía personal (in re "Lazzari, Sandra I. c/ OSBA s/ Otros Procesos Incidentales" EXP nº 4452/1). También se encuentra reconocido en los tratados internacionales con rango constitucional (CN. Art. 75, inc. 22 

), entre ellos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 12, inc. C 

), la Convención sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- (art.4 y 5 

), y El pacto Internacional de derechos Civiles y Políticos (art. 6, inc. 1). Este Tribunal también ha destacado que, en el ámbito local, existe una abundante legislación que tiende a la protección específica del derecho constitucional a ala salud (art. 20 

, CCABA; ley nº 153, etc.; in re "Dumpierres, Elba Esther c/ OSBA s/ Amparo", EXP n1 2625, resolución del 11 de septiembre de 2001; "Lazzari, Sandra Ivana c/ OSBA s/ Otros Procesos Incidentales", EXP nº 4452/1, entre otros). 

IV.- Lo expuesto basta para considerar que la tutela preventiva dispuesta por la autoridad administrativa de aplicación (art. 10, ley nº 757) encuentra suficiente fundamento jurídico, en tanto tiende a preservar el derecho del afiliado a la salud y a la integridad personal, evitando las eventuales consecuencias dañosas posibles que se podría producir por la falta o interrupción de atención, sin ingresar en el examen de la cuestión de fondo, reservado para otra oportunidad del procedimiento. Lo expuesto, basta para tener por configurado el peligro en la demora y la verosimilitud del derecho. 

V.- La tesitura expuesta se ve reforzada en el sub examine, pues las constancias acompañadas al expediente la atención requerida resulta ser la necesaria y urgente (fs. 54, 59 y 60). Esta circunstancia permite tener configurado, en este estado de la causa, la verosimilitud del derecho alegado, sin perjuicio de señalar que, como ya lo ha indicado este Tribunal, los requisitos de procedencia de las medidas cautelares se encuentran de tal modo relacionados que, a mayor peligro en la demora cabe no ser tan exigentes en la apreciación de la verosimilitud del derecho, y viceversa (esta Sala, in re "El Chañar S.C.A. c/ GCBA (DGR) s/ Acción Meramente Declarativa" expte.nº 1253, entre muchos otros precedentes). 

VI.- Por lo demás, toda vez que la relación contractual que vincula a Galeno S.A y a su afiliada resulta alcanzada por las normas que regulan y protegen los derechos de los consumidores y usuarios, es pertinente señalar que, en caso de duda, debe estarse siempre a la solución que resulte más favorable para estos últimos (cfr. Art. 3 

, ley nº 24.240); hecho que corrobora el criterio expuesto ut supra. 

VII.- Es del caso señalar que lo aquí resuelto, atento la índole precautoria de la cuestión examinada, no supone adelantar el criterio del tribunal con respecto a la cuestión de fondo. 

VIII.- Las costas de esta instancia se imponen a la vencida en virtud del principio objetivo de la derrota. En mérito a las consideraciones vertidas, y habiendo dictaminado el Ministerio Público Fiscal; el Tribunal RESUELVE: 1) declarar competente a este Tribunal y por habilitada la instancia de conformidad con lo dictaminado por la Sra. Fiscal de Cámara; 2) No hacer lugar a los agravios vertidos por el recurrente y, en consecuencia, confirmar la resolución apelada, con costas a la vencida en vistud del principio objetivo de la derrota. Notifíquese a las partes por Secretaría, y a la señora Fiscal de Cámara en su despacho. Oportunamente, archívese.- 
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